SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°003
RADICACIÓN: 6600131870022015-00241-01
ACCIONANTE: MARÍA LUCILA AYALA HINCAPIÉ
CONFIRMA 

SUBSIDIARIEDAD ACCIÓN DE TUTELA/ Controversia sobre la norma aplicable para definir la procedencia del derecho pensional, debe ser solventada por la justicia ordinaria. 
“Para la Sala entonces, es el juez laboral o contencioso administrativo y no el de tutela el encargado de dilucidar si efectivamente la señora MARÍA LUCILA AYALA se halla en el régimen de transición, de considerarse que efectivamente aplicaba a su favor la vigencia diferida por el Decreto 0201/95, o si por el contrario debía tenerse como tal aquella en que entró en vigencia para todo el territorio nacional la Ley 100/93.”

PERJUICIO IRREMEDIABLE/ Necesidad de acreditar su inminencia. 
“(…) En ese sentido se tiene: (i) la señora MARÍA LUCILA AYALA HINCAPIÉ no es un sujeto de especial protección constitucional que refuerce la necesidad de conceder la salvaguarda de los derechos que estima quebrantados, ya que no es una persona de la tercera edad al contar en la actualidad con 56 años; (ii) no se encuentra satisfecho el requisito de subsidiariedad de la tutela, al ser evidente que existen otros mecanismos de defensa judicial para reclamar el amparo de su asignación de vejez -laboral o administrativo-; (iii) no acreditó la actora que la negativa para otorgarle el derecho pensional afectara su mínimo vital, máxime cuando de lo plasmado en el escrito de tutela se avizora que la misma dejó de trabajar desde noviembre 30/06, es decir 9 años atrás, sin que dentro del trámite se hubiera hecho referencia así fuera de manera sumaria que carece de otro ingreso económico y que al no reconocérsele la asistencia reclamada se afectaría tal derecho por ser la pensión la única forma para solventar sus carencias económicas. De allí que tampoco se observe como urgente o necesaria la intervención del juez de tutela para el otorgamiento de la prestación de vejez solicitada al desconocerse si ésta es la única forma de acceder a recursos que le permitan sobrevivir mientras se surte el proceso ordinario.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-021 de 2013.
                                 REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                    PEREIRA-RISARALDA 
                                        RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintisiete (27) de enero de dos mil dieciséis (2016)

                                                                Acta de Aprobación No 50
                                                  Hora: 8:50 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por    el apoderado judicial de la señora MARÍA LUCILA AYALA HINCAPIÉ contra el fallo proferido por el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -en adelante UGPP-.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora MARÍA LUCILA AYALA por intermedio de su representante, se puede sintetizar así:  (i) nació en julio 10 de 1959 y laboró como empleada pública en diferentes períodos e instituciones, durante los cuales le fueron efectuados aportes para pensión a CAJANAL, hoy UGPP; (ii) al entrar en vigencia la Ley 100/93 -abril 1/94- trabajaba en el Servicio Seccional de Salud, dependencia para la cual la referida norma entró a regir en abril 15 de 1995, por pertenecer al orden departamental; (iii) se encuentra en el régimen de transición y por tanto es beneficiaria de la Ley 33/85 por acreditar 35 años antes de entrar en vigor la Ley 100 para la entidad donde laboraba; (iv) para el año 2005 contaba con más de 750 semanas cotizadas, con lo que se hacía extensiva la transición hasta el año 2014 como lo dispone el acto legislativo 01/05; (v) se apartó del servicio en noviembre 30/06 y los 55 años los cumplió en julio 10/14; (vi) en el año inmediatamente anterior al retiro devengó en promedio $30.172.761; (vii) al verificar los requisitos para pensionarse solicitó a la UGPP tal reconocimiento y mediante Resolución RDP 030785 de julio 28/15 se le negó por no demostrar las exigencias para  la transición a que alude la Ley 100/93, ante lo cual se interpuso recurso de apelación que le fue resuelta desfavorablemente por Resolución RDP 043932 de octubre 23/15; (viii) recalca que es merecedora de tal régimen por haber alcanzado los 35 años de edad en julio 10/94 época en la  que la Ley 100 no estaba vigente para ella, por ser una funcionaria pública del orden departamental, máxime que el Departamento de Risaralda acogió tal normativa -decreto 0201 de marzo 27/95-, a partir de abril 15/95, por lo que le es aplicable la Ley 33/85 al tener 55 años de edad y 20 años de servicio; (ix) la accionada de forma arbitraria incurrió en vía de hecho al desconocer la transición de que es beneficiaria y no valoró de forma objetiva las pruebas aportadas; (x) al negarle su derecho prestacional se le impide gozar de tal gracia pese a contar en exceso con los imperativos de ley, como igualmente ocurriría en el evento de verse abocada a afrontar un proceso judicial, pues su duración le truncaría la posibilidad de pensionarse de manera inmediata, y (xi) para la fecha en que entró a regir el sistema general de pensión para la entidad donde laboraba -abril 15/95- tenía 35 años y 1202 semanas cotizadas para noviembre de 2006, por lo cual se infiere que para julio 25/05 superaba las 750 semanas aportadas y con ello se colige que la transición se hacía extensiva hasta el año 2014.
Pide en consecuencia se ordene a la UGPP reconocer y pagar la pensión de jubilación a favor de la señora MARÍA LUCILA AYALA HINCAPIÉ y sea incluida en nómina.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Admitida la demanda de tutela se descorrió traslado a la UGPP donde se informó lo siguiente: (i) dicha entidad por Resolución RDP 030785 de julio 28/15 negó el reconocimiento de pensión de vejez frente a la cual se interpuso recurso de apelación que se resolvió por Resolución RDP 043932 de octubre 23/15 que confirmó la inicial decisión; (ii) mientras un acto administrativo no sea controvertido por el medio de control respectivo –acción de nulidad y restablecimiento del derecho- conserva incólume su presunción de legalidad y sus efectos son obligatorios; (iii) los actos administrativos proferidos en materia pensional no podrían ser anulados por el juez de tutela, con excepción de los casos contemplados por la jurisprudencia constitucional; (iv) en el presente caso se agotó la vía gubernativa y al mostrarse inconforme la accionante podrá acudir a la jurisdicción contencioso administrativa para debatir tales decisiones; (v) la actora no se encuentra dentro del régimen de transición reglado en el artículo 36 de la Ley 100/93 pues debía ostentar para abril 01/94 uno de estos  requisitos: (i) tener más de 35 años de edad o (ii) 15 años de servicio, pero para esa fecha contaba con 34 años de edad al haber nacido en julio 10/59 y con 10 años, 9 meses y 11 días laborados, por lo cual se aplica el contenido de la Ley 757/03 el cual consagra que a partir de 2014 las mujeres deberán tener la edad de 57 años para adquirir el estatus pensional; (vi) la accionante cuenta con otros medios de defensa judicial para hacer valer sus derechos invocados, sin que sea la acción constitucional el escenario idóneo para solicitar el pago y/o reconocimientos pensionales, ya que la legislación ha diseñado y dispuesto de procedimientos para obtener tales beneficios, y (vii) pide se declare improcedente la tutela, pues con este trámite se pretende evadir los mecanismos que contempla el ordenamiento jurídico para dirimir la controversia planteada.
3.2- Agotado el procedimiento y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en la que luego del análisis respectivo negó la acción impetrada al estimar que la UGPP no incurrió en una vía de hecho al negar la pretensión pensional de la accionante, pues al cotejar las decisiones adoptadas por la entidad con los requisitos que en su sentir ostenta la actora para lograr su asignación de vejez, consideró que ésta no cumple con las exigencias de la Ley 100/93, al no observar los requerimientos allí relacionados: tener más de 35 años de edad y/o 15 años de servicio.  Así mismo se le resolvió su petición conforme lo reglado en la Ley 797/03, norma ésta que comporta como imperativo para tal prestación que las mujeres tengan 57 años de edad, los cuales tampoco posee; igualmente y frente al argumento esgrimido por la quejosa, en el sentido que la Ley 100/93 entró a imperar para la dependencia territorial en la que laboraba en abril 15/95, avizora que el artículo 289 de la Ley 100/93 consagra que dicha norma empieza a regir desde la fecha de su publicación y no excluye ni faculta a ninguna entidad para que modifique la producción de sus efectos, máxime que la ley es general, impersonal y abstracta.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con el proveído adoptado, el apoderado de la accionante presentó recurso de alzada que sustenta en los siguientes términos:
(i) Si bien la Ley 100/93 en su artículo 289 contempló su vigencia, la misma ley estipuló otras diferentes como lo establecido en el artículo 151 y decreto 691/94, lo cual depende de la circunstancia de cada caso, lo que no valoró el a quo; (ii) la accionante es beneficiaria del régimen de transición conforme el artículo 36 de la Ley 100 pues al ser servidora pública del orden territorial y que la Gobernación mediante decreto 0201 de marzo 27/95 fijó la vigencia del Sistema de Seguridad Social a partir de abril 15/95 le era aplicable la normativa aludida, ya que para la fecha en que entró en vigor para ella la referida ley contaba con 35 años de edad; (iii) el despacho no efectuó un análisis objetivo, cauteloso ni profundo de las normas invocadas y realizó una interpretación apresurada, poco garantista y aislada sobre los supuestos de hechos normativos y jurisprudenciales, lo que pone en riesgo los derechos fundamentales de la actora; (iv) el legislador dispuso en el parágrafo del artículo 151 un término diferido para los servidores públicos del rango municipal, departamental y distrital y por ende la entrada en vigencia de la Ley 100/93 para la accionante fue en abril 15/95.
Pide se revoque la decisión adoptada y en su lugar se concedan las súplicas de la demanda.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la acción interpuesta por la señora MARÍA LUCILA AYALA HINCAPIÉ. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el que el amparo procederá de manera transitoria.

De conformidad con la situación fáctica planteada por el apoderado de la accionante, se advierte que su pretensión consiste en que se ordene a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP- el reconocimiento de la pensión de vejez a favor de la señora MARÍA LUCILA AYALA HINCAPIÉ al quien tiene derecho al mismo.

En relación con la procedencia de la tutela para obtener la asignación de vejez, así se ha pronunciado el máximo Tribunal de la Jurisdicción Constitucional:

“2.1 La procedencia excepcional de la acción de tutela para el reconocimiento de pensiones. Reiteración jurisprudencial.

1. Esta Corte ha señalado en varias ocasiones que por regla general, la acción de tutela no procede para ordenar el reconocimiento y pago de pensiones, pues la administración de justicia cuenta con medios idóneos y eficaces para ello, como la jurisdicción laboral. Para esta Corporación, la acción de tutela no debe desplazar ni sustituir los mecanismos ordinarios establecidos dentro del ordenamiento jurídico, teniendo en cuenta su naturaleza subsidiaria.

2. Sin embargo, también ha precisado que en determinadas circunstancias excepcionales, el amparo constitucional procede con el fin de salvaguardar derechos cuya protección inmediata resulta necesaria, siempre y cuando el accionante acredite que los medios ordinarios de defensa judiciales existentes resultan insuficientes para atender las condiciones del caso concreto.

Para ello el juez debe analizar los hechos del asunto que se le plantea, así como la complejidad del procedimiento y su posible duración; ello con el objetivo de determinar si los medios de defensa judiciales establecidos para resolver el problema jurídico planteado, son lo suficientemente eficaces e idóneos para la resolución del mismo. Por ejemplo, cuando la persona que solicita el amparo de sus derechos fundamentales es un sujeto de especial protección constitucional (adultos mayores, o que por sus condiciones físicas o mentales presentan disminución de sus capacidades) el análisis de procedibilidad se torna menos exigente.

3. Específicamente, existen algunas excepciones a dicha regla general de la improcedencia de la acción de tutela, cuando lo que se pide en esta sede es el amparo de la pensión de vejez, toda vez que (i) el derecho a la seguridad social es iusfundamental
 para las personas que pertenecen al l grupo de la tercera edad -más de 60 años de acuerdo con el artículo 7° de la Ley 1276 de 2009-,  y, porque “(ii) la pensión de vejez es una prestación que garantiza al trabajador su derecho a retirarse de las labores, sin que por ese hecho deje de recibir el ingreso que le permitía suplir sus necesidades vitales y las de su familia, como una retribución o compensación por sus esfuerzos mientras estuvo laboralmente activo, considerando que ha llegado a una edad en la que ha cumplido con ese deber social y ha acreditado los requisitos legales exigidos para adquirir el estatus de pensionado
. Se trata entonces de una de las prestaciones sociales básicas que inicialmente se consagró en la ley, pero luego adquirió rango constitucional
, convirtiéndose así en una conquista laboral del más alto nivel que no puede ser suprimida ni desconocida por el legislador
.”
 

4. En consecuencia, la acción de tutela procederá como mecanismo principal en aquellos casos en los que no existe otro medio de defensa judicial, o en los que existiendo dicho medio el mismo no es eficaz ni idóneo para proteger los derechos fundamentales. Así mismo, aun existiendo otro mecanismo de defensa judicial, es posible acudir a la acción de tutela como mecanismo transitorio si se demuestra la ocurrencia de un perjuicio irremediable
 sobre el peticionario.

5. Por otra parte, esta Corte considera que además de lo anterior, debe demostrarse la afectación al mínimo vital del accionante derivado del no reconocimiento del derecho prestacional y, el ejercicio de una actividad diligente ante la entidad accionada por parte del peticionario, para que le sea otorgado el derecho invocado.

6. En conclusión, para que una acción de tutela en la que se pretenda el reconocimiento de derechos pensionales proceda, es necesario que se presenten las siguientes condiciones:

a. Que se trate de sujetos de especial de protección constitucional.

b. Que la falta de pago de la prestación o su disminución, genere un alto grado de afectación de los derechos fundamentales, en particular del derecho al mínimo vital,

c. Que el accionante haya desplegado cierta actividad administrativa y judicial con el objetivo de que le sea reconocida la prestación reclamada.


d. Que se acredite siquiera sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados.
” 

Como se advierte de la jurisprudencia en cita, ha sido clara la H. Corte Constitucional al indicar que la tutela se torna improcedente frente al reconocimiento de derechos de carácter pensional, en atención al principio de subsidiaridad que caracteriza este mecanismo y a la existencia dentro del ordenamiento jurídico de otros medios de defensa judicial ordinarios; no obstante la acción de amparo se torna necesaria para evitar la vulneración de derechos fundamentales cuando pese a existir dicho escenario se avizora que éste no es eficaz ni idóneo para proteger los derechos fundamentales, o se demuestre la ocurrencia de un perjuicio irremediable que haga imprescindible la intervención del juez de tutela, lo que en el presente caso no ha tenido ocurrencia.

En el trámite objeto de revisión, se vislumbra la existencia de una controversia planteada entre la UGPP y la accionante por cuanto esta última ha pretendido el reconocimiento de su pensión de vejez al estimar que cumple con el requisito de edad para para ser merecedora del régimen de transición, en tanto en su sentir, la Ley 100/93 empezó a regir para la entidad territorial para la cual laboraba -Gobernación de Risaralda- en abril 15/95 y por ende tenía los 35 años exigidos para ello; pero contrario sensu la UGPP refiere que a la señora MARÍA LUCILA no le asiste tal beneficio porque al 01 de abril/94 no contaba con los 35 años de edad ni con los 15 años o más de servicio, en tanto para tal fecha tenía 34 años y solo había trabajado por espacio de 10 años, 9 meses y 11 días.
Mírese entonces, que es frente a la aplicación de una normativa del orden nacional -Ley 100/93- y otra de rango departamental -Decreto 0201 de marzo 27/95-  que se presenta la disparidad de criterios por parte de la accionante y la UGPP, en cuanto a la fecha en que empezaría a regir el sistema General de Pensiones, por cuanto si bien la primera predica que ostenta a cabalidad las exigencias para ser considerada como perteneciente a dicho régimen, en los actos administrativos adoptados por la Subdirección de Determinación y Derechos Pensionales de la UGPP y la Directora de Pensiones -en primera y segunda instancia, respectivamente-, con los cuales se da por concluida la vía gubernativa, se establece que la señora MARÍA LUCILA AYALA no cumple con las obligaciones para obtener su prestación de vejez.

Con miras a determinar si la razón está de parte de la señora MARÍA LUCILA o de la entidad accionada, necesariamente se debe desplegar una actividad probatoria ante la jurisdicción ordinaria laboral y/o contenciosa administrativa para que sea allí donde se establezca si efectivamente se acató la disposición para considerarse como beneficiaria del régimen de transición, y si en efecto la fecha en que empezaría a regir el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones que consagró el decreto expedido por el Gobernador del Departamento -abril 15/95- corresponde a la que debe ser tenida en cuenta a favor de la misma para verificar el cumplimiento de los requisitos; contrario sensu, si la norma a aplicar es la contenida en el canon 36 de la Ley 100/93 y de la cual se avizora que las condiciones de edad y/o tiempo de servicios para considerarse inmersa en período de transición deben ser acatadas en abril 1/94, lo que en sentir de la UGPP no cumple la accionante.
Para la Sala entonces, es el juez laboral o contencioso administrativo y no el de tutela el encargado de dilucidar si efectivamente la señora MARÍA LUCILA AYALA se halla en el régimen de transición, de considerarse que efectivamente aplicaba a su favor la vigencia diferida por el Decreto 0201/95, o si por el contrario debía tenerse como tal aquella en que entró en vigencia para todo el territorio nacional la Ley 100/93.

Si bien lo anterior sería suficiente para despachar en forma desfavorable las pretensiones de la accionante, debe indicarse igualmente que no están dados los restantes requerimientos que la jurisprudencia atinente a la materia ha decantado a efectos de predicar que la acción de tutela sea el medio llamado a solucionar la problemática que la aqueja. En ese sentido se tiene: (i) la señora MARÍA LUCILA AYALA HINCAPIÉ no es un sujeto de especial protección constitucional que refuerce la necesidad de conceder la salvaguarda de los derechos que estima quebrantados, ya que no es una persona de la tercera edad al contar en la actualidad con 56 años; (ii) no se encuentra satisfecho el requisito de subsidiariedad de la tutela, al ser evidente que existen otros mecanismos de defensa judicial para reclamar el amparo de su asignación de vejez -laboral o administrativo-; (iii) no acreditó la actora que la negativa para otorgarle el derecho pensional afectara su mínimo vital, máxime cuando de lo plasmado en el escrito de tutela se avizora que la misma dejó de trabajar desde noviembre 30/06, es decir 9 años atrás, sin que dentro del trámite se hubiera hecho referencia así fuera de manera sumaria que carece de otro ingreso económico y que al no reconocérsele la asistencia reclamada se afectaría tal derecho por ser la pensión la única forma para solventar sus carencias económicas. De allí que tampoco se observe como urgente o necesaria la intervención del juez de tutela para el otorgamiento de la prestación de vejez solicitada al desconocerse si ésta es la única forma de acceder a recursos que le permitan sobrevivir mientras se surte el proceso ordinario.

Como conclusión de todo lo anterior, al considerarse entonces que la jurisprudencia constitucional ha sido enfática en indicar que los conflictos relacionados con el reconocimiento y pago de prestaciones sociales deben ser resueltos por la jurisdicción ordinaria laboral y/o la contenciosa administrativa, y al no erigirse la acción de tutela como el mecanismo judicial apropiado para ello, la Sala no halla reproche alguno al fallo adoptado por parte de la primera instancia y en consecuencia se procederá a su confirmación.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Por tratarse de una reiteración jurisprudencial, en este punto se hará referencia a la línea argumentativa expuesta por este despacho en pronunciamientos recientes, que comparten unidad de materia respecto a este punto.  Específicamente se tendrán en cuenta las sentencias T-019 de 2012, T-127 de 2012, T-297 de 2012, T-480 de 2012, T-482 de 2012 y T-722 de 2012 M.P, Luis Ernesto Vargas Silva.


� Cfr. Sentencia T-019 de 2012 M.P, Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-127 de 2012 M.P, Luis Ernesto Vargas Silva.


� Ibíd.


� Sentencias T-771 de 2009 y T-921 de 2011 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, entre otras. 


� Sentencia T-011 de 2012 (MP Jorge Iván Palacio Palacio). 


� Sentencias � HYPERLINK "http://corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/T-640-08.htm" �T-640 de 2008� (MP Nilson Pinilla Pinilla) y � HYPERLINK "http://corteconstitucional.gov.co/relatoria/2009/T-573-09.htm" �T-573 de 2009� (MP Nilson Pinilla Pinilla). 


� Sentencia T-362 de 2011 (MP Mauricio González Cuervo). 


� Sentencia T-482 de 2012 M.P. Luís Ernesto Vargas Silva.


� La jurisprudencia constitucional ha determinado que para que un perjuicio pueda ser catalogado como irremediable, debe:“i) ser inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; ii)  ser grave, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y iv) porque la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad”. Sobre el particular pueden ser consultadas las Sentencias T-284 de 2007 M.P. y, T-702 de 2008 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-387 de 2010 y T-266 de 2011 M.P. Luís Ernesto Vargas Silva, entre muchas otras más.


� Cfr. Sentencias T-019 de 2012, T-127 de 2012, T-297 de 2012, T-480 de 2012, T-482 de 2012, T-722 de 2012 M.P, Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-722 de 2012, M.P. Luís Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-021 de 2013, M.P. Luís Ernesto Vargas Silva.
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